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 A la Sala Segunda del Tribunal Supremo, con admiración y reconocimiento.

A mis compañeros magistrados y jueces, fiscales, abogados, profesores, alumnos y a todos aquellos a los que pueda interesar el derecho penal económico.





Prólogo


 Fue en 2008 cuando se inició la andadura de Iuris&Lex, la revista jurídica de El Economista. Durante algo más de un año se publicó en papel, con muy poquitas páginas, pero sirvió para revolucionar el panorama periodístico en el ámbito jurídico por la mezcla entre las reseñas elaboradas por periodistas bregados y el análisis condensado, realizado por juristas como los magistrados José Navarro Sanchís, Carlos Nieto o Javier Yáñez, el primero especializado en fiscalidad y los dos restantes, especialistas en Derecho Mercantil.

El secreto de estos comentarios era su escasa extensión, no más allá del folio y un par de párrafos más, pero sin perder ni un ápice de la profundidad de los análisis profesionales de las publicaciones doctrinales. El secreto, además se encontraba en un lenguaje sencillo, lejos de los lenguajes jurídicos difícilmente entendibles para los no especializados en la materia abordada.

Pronto se quedó corto el papel y la revista se sumó a las exigencias de las nuevas tecnologías, convirtiéndose Iuris&Lex en una revista digital, que con el paso del tiempo llegó a superar la centena de páginas, con un amplio equipo de periodistas especializados y de juristas de primera línea.

Y fue en esta tesitura cuando se sumó a la publicación el autor de este libro, el magistrado Eduardo de Urbano, doctor en Derecho, magistrado en la Audiencia Provincial de Madrid, ex magistrado Coordinador del Gabinete Técnico del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal), profesor acreditado ante la Aneca, con amplia experiencia docente en España y América. Autor de diversas obras sobre esta especialidad, muchas de ellas convertidas en obras imprescindibles para el estudio, y colaborador habitual de numerosas revistas jurídicas.

Su «Lupa sobre el Derecho Penal Económico» fue una magnífica contribución al examen de los asuntos más problemáticos y actuales, en dicha área, convirtiéndose en uno de los autores más leídos, revista a revista. De Urbano desde dichas páginas demostró con la sencillez esquemática de sus comentarios, que el Código Penal se ha convertido en el custodio de la vida económica y empresarial del país, no solo centrado en el Derecho Civil y Mercantil, en el Derecho de la Competencia, en el Derecho Tributario o en la legislación laboral.

Todo ello, con una metodología muy pedagógica, muy en la línea del profesor de gran talla que es, permitió entender la marcha de la corrupción económica de nuestro país, en los últimos años, al tiempo que presentaba la respuesta a la misma, a través de las sentencias que iba dictando la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

Con De Urbano se comprueba que el delincuente ya no utiliza el trabuco y se echa al monte, tal y como ocurría antiguamente. Ahora, los delincuentes económicos son personas de «cuello blanco» conocedoras de las posibilidades que presenta la constitución de sociedades, de las nuevas tecnologías y de la globalización. Estos delitos no son violentos, pero ocasionan pérdidas a compañías, inversores y empleados. Estos delitos, como podemos leer en estas páginas incluyen figuras como el fraude, el hurto, la apropiación indebida o la administración desleal, entre otras muchas figuras penales más.

Es cada vez más patente la preocupación de los legisladores en el mundo por la criminalidad vinculada al sistema económico. En este ámbito tanto la empresa como el empresario, como agentes económicos, tienen un papel protagonista pues en torno a ellos y a la actividad empresarial tiene lugar, básicamente, la delincuencia económica.

De ahí el interés de la obra que me honro en prologar pues al no existir en nuestro ordenamiento un conjunto de normas sistemático sobre el Derecho penal económico, las directrices y observaciones marcadas por De Urbano, resultan de gran importancia y utilidad para el estudio y aplicación de los casos que se presentan continuamente en este sector de la vida empresarial y pública.

A lo largo de estas páginas desfilan un centenar de casos, con unas reseñas técnicas de una calidad jurídica extraordinaria y un lenguaje descriptivo y asequible, muy bien estructurado y con útiles índices, que por su originalidad marcan un antes y un después en la jurisprudencia y que constituyen un libro de consulta y estudio de primera magnitud.

Además, tal y como se puede colegir de sus propias páginas, la problemática analizada ha desembocado en la responsabilidad penal de las personas jurídicas, que, a su vez, ha abierto la puerta al cumplimiento normativo, conocido como compliance, que pasa por un desarrollo de futuro muy prometedor, gracias a especialistas como el propio De Urbano.

Sin duda estamos ante una obra práctica, en la que no faltan los fundamentos teóricos imprescindibles, para convertirse en un auténtico referente de la jurisprudencia sobre el Derecho penal económico.

Xavier Gil Pecharromán

Director de Iuris&Lex

Jefe de Normas y Tributos de El Economista






Estudio preliminar


 La delincuencia económica es un fenómeno que constituye en la actualidad, una parte especial del derecho penal, que ha cobrado una gran importancia en los últimos tiempos y que aborda, entre otros aspectos, la responsabilidad de las empresas y de sus directivos.

En pocas palabras, y como no resulta aceptable el dicho business is business en el sentido de que todo vale, para hacer negocios, el derecho penal económico se ocupa de aquellos comportamientos o conductas que rebasan la legalidad y que, por su gravedad se hallan en el Código Penal.

Se trata, por un lado, de una delincuencia que rebasa la tradicional «delincuencia patrimonial» (hurtos, robos…) para adentrarse en una delincuencia más sofisticada, y por otro, que sus autores conectan, en muchas ocasiones, con las Administraciones y de ese modo, se producen negocios vinculados a la corrupción política.

Este segundo aspecto, es el más novedoso, porque junto a los delitos económico stricto sensu, producidos en el marco de las empresas, se ha desarrollado una delincuencia caracterizada por flujos económicos vinculados al poder público para obtener ventajas o lucro económico mediante la utilización de influencias o réditos políticos. De ese modo, la corrupción hoy se ha convertido en un modo generalizado de «hacer negocios ilegales», con ventaja sobre terceros que compiten lícitamente, afectándose de lleno, por tanto, a la competencia, el estándar exigible para la realización de la actividad empresarial.

En los últimos tiempos, en efecto, se ha pasado del hurto, robo, a la ingeniería financiera, un tipo de delincuencia más sofisticada que también se conoce como «delincuencia de cuello blanco», «criminalidad de empresa», etc.

Se trata de un tipo de delincuencia que configura un tipo criminológico específico, el delincuente de cuello blanco (financieros, empresarios, políticos…) que se desarrolla en torno a las empresas y con conexiones con el mundo político.

De ese modo, estamos ante algo más de lo que SCHÜNEMANN llamaba «criminalidad empresarial» porque los hechos y los delitos que los contemplan rebasan el marco empresarial, porque pueden ser también fenómenos individuales y, además, entran en contacto con las Administraciones y, en consecuencia, con las autoridades y funcionarios.

Además, se explica porque se ha desarrollado en torno a fenómenos muy destacados de nuestra época, que se encuentran particularmente ligados al dinero: el urbanismo, la sociedad de consumo y las tecnologías de la información.

Por otra parte, el Estado, juega un papel muy importante también, porque el Estado de nuestra época —Estado social y democrático de derecho— adopta las formas de «Estado intervencionista» o «Estado fiscal» y no le es indiferente la aparición de realidades tales como: el impago de los impuestos (delito fiscal), la economía subterránea (delitos contra la Seguridad Social) o el blanqueo de capitales.

En definitiva, es la manifestación de un fenómeno de nuestra época, que se viene denominando «corrupción» económico-política, que se liga al derecho penal moderno, el cual se manifiesta sobre todo, en la creación de nuevos delitos.

Y para cuya persecución, se hace necesario, invertir más en Justicia, a fin de acelerar la respuesta a este fenómeno delictivo en el que siempre hay perjudicados por las actividades económicas ilegales que realizan algunos.

A propósito de estas medidas, hemos de destacar la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada, creada en 1995, que investiga y conoce de los procesos de especial trascendencia, relativos a los delitos económicos u otros cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos relacionados con el fenómeno de la corrupción así como la investigación de los delitos económicos cometidos por grupos organizados, salvo que sean de competencia específica de la Fiscalía Antidroga o de la Fiscalía de la Audiencia Nacional

E igualmente, la «Unidad de Apoyo para Causas por Corrupción» (UACC), creada por el CGPJ en marzo de 2015 con el fin de agilizar la respuesta judicial ante los delitos más graves relacionados con la corrupción y que se corresponden, prácticamente, con los que son objeto de la mencionada Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada (1) .

Su actuación dependerá, además de que estemos ante un delito de los mencionados, de que concurra, al menos, uno de los siguientes factores: delincuencia organizada; funcionario o funcionarios públicos como sujetos activos del delito; relevancia económica de la conducta delictiva; múltiples afectados, ya directa o indirectamente; y, por último, que la causa sea de especial complejidad en su instrucción.

La UACC, se configura como una unidad de carácter técnico al servicio de los jueces y magistrados, con las siguientes funciones:


	
—  Iniciativas dirigidas a garantizar la independencia judicial cuando ésta se pueda ver amenazada o perturbada en la tramitación y resolución de procedimientos por corrupción.

	
—  Medidas de refuerzo judicial, de personal o de medios materiales en los órganos judiciales.

	
—  Recabar de las Administraciones Públicas la puesta a disposición de los instructores de causas por corrupción de especialistas en economía, contabilidad, informática y otras especialidades que resulten necesarias para la tramitación de estos procesos.

	
—  Propuestas de modificaciones normativas que puedan contribuir a mejorar la respuesta judicial a este tipo de delitos cuya dinámica comisiva se sofistica continuamente.

	
—  Puesta en marcha de foros y encuentros de jueces y magistrados que conozcan de procedimientos por corrupción para que intercambien experiencias y puedan fijarse protocolos de actuación ante conductas similares.

	
—  Adopción de medidas para que en las causas complejas los jueces puedan recibir la asistencia técnica de otros miembros de la Carrera Judicial especializados como colaboradores técnicos, procedentes de otras jurisdicciones y sin relación alguna con la causa, en una especie de asesoramiento «entre jueces».

	
—  Información y formación en técnicas de investigación y localización de activos provenientes del delito y formación judicial especializada, creando equipos volantes y una red apoyo al instructor integrada por jueces y magistrados.

	
—  Auxilio en los requerimientos de información que efectúe le Juez que lleve el caso a la Administración Pública.

	
—  Apoyo del Servicio de Relaciones Internacionales y promoción de la utilización de los servicios de Eurojust y Rejue (Red judicial europea).



Pues bien, a modo de contexto de la presente obra, se quiere ofrecer la realidad teórica y práctica en la que se desenvuelve el mundo de la delincuencia económica de nuestra época. Para ello, y tras unos datos sobre el fenómeno de la corrupción, íntimamente ligado a esta temática, presentamos las coordenadas jurídicas en que se desarrolla

1.  Cifras

Tal vez no resulta muy conocido que de todos los órdenes jurídicos —civil, penal, contencioso y laboral— la jurisdicción penal es, con mucho, la que absorbe la mayoría de los asuntos que llegan a los Tribunales de Justicia.

Y como vienen poniendo de manifiesto las Memorias de la FGE, de entre los delitos que se sustancian en la jurisdicción penal, los relacionados con la corrupción política han alcanzado cifras relevantes.

En efecto, la corrupción constituye, sin duda, uno de los más graves problemas que afectan a nuestra sociedad actual. Así lo indican reiterados informes y análisis de diferentes organismos e instituciones.

Por citar solo algunos de entre los más recientes, el barómetro del CIS de 2017 (diciembre) reconocía la corrupción como el segundo problema para los españoles (31,7%), solo superado por el paro. Según los Índices de percepción de la corrupción (IPC) elaborados por la organización no gubernamental Transparencia Internacional, España ocupa el puesto 42-45 del IPC de 2017, con una percepción de 57 sobre 100.

Los datos son bastante desfavorables y tomando como referencia el período 2012-2017 España es junto a Hungría y Chipre el país que más empeora de entre los de la Unión Europea, pasando del puesto 13 al 18-20 (medidos de menos a más corruptos). Esta percepción se reflejaba también en el primer informe de la Unión Europea sobre corrupción, presentado el 3 de febrero de 2014, en el que la Comisión Europea revelaba que el 95% de los ciudadanos españoles considera que la corrupción en España está muy extendida y el 63% piensa que la corrupción les afecta en su vida cotidiana, en tanto que solo el 10% estima que los esfuerzos del Gobierno para combatirla son eficaces.

En cuanto a datos de delitos concretos, baste decir que según la Memoria de la FGE de 2017, entre 2005 y 2017 el número de causas penales en trámite por delitos de los que se ocupa la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada, se ha cuadruplicado, siendo, el orden de los delitos que más actuaciones procesales han originado: 1º prevaricación, 2º malversación, 3º blanqueo de capitales y 4º fraudes y defraudaciones (2) .

2.  Regulación jurídica

La regulación de la delincuencia económica se realiza en el Código Penal, si bien en la Constitución de 1978 contamos con el marco de la misma, del que destacan como normas superiores, el artículo 38 de un lado y los artículos 128.2 y 131 CE, de otro, y junto a ellos los principios rectores de la política social y económica que se encuentran en el capítulo III del Título I (arts. 39 a 52 ambos inclusive de la CE).

En concreto, en el art. 38: «Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado»; en el art. 128.2 la «iniciativa pública en la actividad económica», y en el art. 131 se afirma que: «El Estado mediante ley podrá planificar la actividad económica general».

Se configura de ese modo, un modelo de economía mixta, propio del constitucionalismo de nuestra época.

Y por eso, la tutela de ese modelo, al que se da la máxima importancia y se hace recurriendo al derecho penal, se dirige, a proteger la competencia entre personas y empresas en la actividad económica y, a la vez, a asegurar los intereses del Estado, en cuanto defensor del interés general, en su participación en la vida económica.

El CP actual regula en el Título XIII, que va del art. 234 al 304, ambos inclusive, los «Delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico». En dicho título, hay dos partes no bien diferenciadas: delitos patrimoniales y delitos económicos.

Pero en el DPE podemos incluir también, delitos que están en otros títulos, como en los Títulos XIV y XV, respectivamente dedicados a los «delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social» y los delitos «contra los derechos de los trabajadores», así como los delitos conectados a la esfera pública, como «financiación ilegal de los partidos políticos» (art. 304 bis y ter), la prevaricación administrativa (arts. 404 y siguientes), el cohecho o soborno (art. 419 y siguientes) o la malversación de caudales públicos (arts. 432 y ss.).

Mención especial merecen los delitos de falsedad en documento, que suelen aparecer junto a otros, ya sea como instrumentos para facilitar su realización o con entidad propia, y ser castigados autónomamente.

E igualmente, por la importancia del fenómeno urbanístico —las recalificaciones, la adjudicación de contratos, concesión de licencias para construir…— el Título XVI —artículo 319 y siguientes— regula el «delito urbanístico» y el delito ecológico.

Como se aprecia, el espectro de conductas delictivas es inmenso y sus peculiaridades y dificultades para su calificación y en su caso, perseguibilidad, muy grandes.

3.  Caracterización de los delitos económicos

Antes de nada, podemos denominar «delitos económicos» a los que aparecen regulados en la ley penal, con el fin de reprimir las conductas vinculadas al hecho criminal económico.

Bien jurídico

El bien jurídico protegido es el «orden público económico general», ya que afecta al interés general, tanto por la actividad de particulares (en gran medida, empresas) como por su conexión con funcionarios y autoridades, partícipes en algunas ocasiones, igualmente.

Notas

El Derecho Penal Económico se erige en el instrumento jurídico con que responder ante este fenómeno criminal, con unos rasgos propios que conviene tener en cuenta:


	
—  Bienes jurídicos supraindividuales, porque se trata de conductas que afectan a intereses de empresa, sociales e incluso del Estado.

	
—  Ilicitud de una norma extrapenal —problemática de la «norma penal en blanco»— que se vulnera y que constituye el núcleo o clave de la conducta delictiva.

	
—  Complejidad de la autoría y participación al existir numerosos intervinientes en los hechos.

	
—  Presencia de un elemento patrimonial en todas estas conductas, con la consiguiente traducción en las penas, que se agravan cuando la cuantía es muy elevada y que supone fijar las responsabilidades civiles.

	
—  Importancia del marco empresarial, pues existe una categoría de «delitos cometidos por personas jurídicas» y dentro de ellos, los «delitos societarios», estrictamente hablando.

	
—  Intervención del Estado, con su función reguladora y ejerciendo la acusación cuando se afecta a bienes jurídicos públicos, como en el delito fiscal, el blanqueo de capitales o los delitos contra la Seguridad Social.



Dificultades para su perseguibilidad

Las características del DPE, no hacen sencillo la exigencia de responsabilidad a sus autores, derivado de elementos de complejidad procesal, como lo siguientes: la problemática del paso de la responsabilidad individual a la responsabilidad penal de las personas jurídicas; la gestión de la cooperación internacional (UE: normas, organización al respecto); la existencia de órganos especializados: la Audiencia Nacional, las Fiscalías especializadas…; la intervención de Letrados especialistas en delincuencia de empresas (grandes bufetes y turnos de oficio especializados en los Colegios de Abogados); el tratarse de casos con multitud de acusados y acusadores no oficiales; los macro juicios de gran duración y complejidad; la tutela de intereses difusos/colectivos, representados por asociaciones; la cuasi imposibilidad de contar con una dirección única letrada (a pesar del art. 113 LECrim); los problemas de prueba (presunciones, internacionales, periciales, electrónicas…); la dificultad de señalar las responsabilidades civiles y la producción de pocas «conformidades» con la acusación, frente a lo que sucede con otros delitos.

4.  Sujetos responsables

En esta problemática aparecen dos tipos de sujetos a los que exigir responsabilidad penal, personas físicas y personas jurídicas, que tienen en común, en general, tratarse de una «delincuencia de poderosos», pues es común que aparezcan mezclados políticos, empresarios, administradores de sociedades, profesionales liberales —abogados, asesores fiscales, arquitectos…— con la preparación y defensa jurídica que ello supone.

Al respecto, conviene clarificar dicha responsabilidad, que en estos delitos, gira en todos los casos a delitos producidos en torno a las empresas.

La responsabilidad de las personas jurídicas como tal —introducida por LO 5/2010, de 22 de junio—, supone investigar, acusar y en su caso, condenarlas, si se acredita la comisión de algún delito de los que en el Código penal se prevé como delitos de personas jurídicas — actualmente una treintena— y que se examinarán posteriormente.

Dicha decisión, ha supuesto un gran cambio en el ámbito penal económico, pues hasta entonces, sólo se les exigía, en su caso, responsabilidad civil subsidiaria, y desde ese momento, se cuenta con toda una regulación jurídica, a través del art. 31 bis CP, los delitos específicos por los que podrán responder penalmente las personas jurídicas, el art. 33.7 donde se enumeran las penas, el art. 66 bis CP en el que se establece la reglas de aplicación de las penas y el art. 129.1 CP, que prevé la imposición de consecuencias accesorias, junto con la pena aplicable, a la persona jurídica condenada.

La reforma del CP operada por la LO 1/2015 ha introducido una serie de modificaciones en dicha regulación que afectan al art. 31 bis y al art. 66 bis, que se reforma parcialmente, al tiempo que introduce tres nuevos artículos: el art. 31 ter, 31 quater y 31 quinquies. Y de igual modo, se amplía el elenco de posibles delitos a cometer por las personas jurídicas.

Contamos, por tanto, con un régimen jurídico sobre la responsabilidad penal de la persona jurídica, en la que juega un papel muy importante, por cierto, la conformación de un régimen de exención o atenuación de responsabilidad si se cuenta con un sistema eficaz de organización y gestión (compliance programs) que prevenga al máximo, la comisión de delitos en el seno de la empresa. Dicha actividad, supone eximir o atenuar la responsabilidad si la empresa cuenta con un «modelo de organización y gestión» eficaz, en cuya implantación y control, desempeña un papel clave el denominado «oficial de cumplimiento» (compliance officer).

La responsabilidad de las personas físicas no ha variado, por el hecho anterior, en cuanto a los delitos que éstas pueden cometer: estafas, apropiaciones indebidas, etc., cuando los cometen a título personal, al margen de una persona jurídica.

Pero cuando forman parte de una empresa o intervienen en relación a un corporate crime, esto es, lo que se denomina un «delito empresarial», responden individualmente —y de forma distinta a la persona jurídica— en función de la participación concreta que hayan podido tener.

Así se desprende del art. 31 CP que dice:

«El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, responderá personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito requiera para poder ser sujeto activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo nombre o representación obre.»


Y el art. 31 ter establece:

«2. La concurrencia, en las personas que materialmente hayan realizado los hechos o en las que los hubiesen hecho posibles por no haber ejercido el debido control, de circunstancias que afecten a la culpabilidad del acusado o agraven su responsabilidad, o el hecho de que dichas personas hayan fallecido o se hubieren sustraído a la acción de la justicia, no excluirá ni modificará la responsabilidad penal de las personas jurídicas, sin perjuicio de lo que se dispone en el artículo siguiente».


En cambio, son inimputables, aquellas sociedades que no tengan ninguna clase de actividad legal sino meramente residual y aparente para los propios propósitos delictivos de otros. Se trata de sociedades instrumentales que suelen emplearse para un uso único, así, como de instrumento para la obtención de una plusvalía simulada mediante la compra y posterior venta de un mismo activo, normalmente un bien inmueble (por su elevado valor) o activos financieros (por su dificultad para conocer su valor real); o para la tenencia o titularidad de los fondos o activos a nombre de la entidad, a modo de velo que oculta a la persona física que realmente posee los fondos o disfruta del activo.

Y además, en el art. 31 quinquies CP se establecen, en concreto los sujetos inimputables: a saber, el Estado (donde se incluyen, además de las Administraciones territoriales, los organismos autónomos, organismos reguladores y consorcios) y las Fundaciones públicas, sometidas al derecho administrativo.

Por el contrario, pueden responder penalmente los partidos políticos, los sindicatos, los Colegios profesionales, las Cámaras de Comercio y las sociedades mercantiles públicas.

Además de lo anterior, al tratar de la extinción de la responsabilidad penal, el legislador, en art. 130.2 CP, la impide en los supuestos tan frecuentes en el tráfico jurídico-penal, que podemos denominar de «dinámica» de las personas jurídicas, al disponer que ni la transformación, ni la fusión, absorción, o escisión de la persona jurídica extinguirá su responsabilidad toda vez que se trasladará a la nueva sociedad resultante.

Y tampoco se extingue la responsabilidad penal de la persona jurídica por medio de su disolución, ya que el legislador establece la presunción de disolución encubierta o meramente aparente cuando se continúe con la misma actividad económica y se mantenga la identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados o la parte más relevante de todos ellos.

Sobre ello, se ha dicho que constituye una clara inversión de la carga de la prueba lesiva del principio de presunción de inocencia, derecho fundamental, del que como todos los que por su esencia sean aplicables a las personas jurídicas, son titulares y han de ser escrupulosamente respetados (3) .

5.  Criterios para exigir responsabilidad penal a las empresas

Los dos títulos de imputación (principales) de la responsabilidad penal de la persona jurídica se detallan en el núm. 1 del art. 31 bis:


	
a)  Que se trate de personas autorizados para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica o que ostenten facultades de organización y control dentro de la misma.Es el criterio de responsabilidad por actos de personas con capacidad de vincular a la empresa. Así, los administradores, consejero delegado, gerente, directivos.



	
b)  Que el delito cometido, lo haya sido por quienes, estando sometidos a la autoridad de las personas físicas mencionadas en el párrafo anterior, han podido realizar los hechos por haberse incumplido gravemente por aquéllos los deberes de supervisión, vigilancia y control de su actividad atendidas las concretas circunstancias del caso.



Es el criterio que en la doctrina se llama «déficit de control», tanto por la por errónea organización existente o, siendo adecuada, por negligencia en la actividad de vigilancia o supervisión.

Finalmente, pero muy importante, y a veces no se repara en ello lo suficiente, ha de tratarse de un hecho delictivo producido en «beneficio directo o indirecto» de la PJ. Ello significa que la persona jurídica no responderá penalmente de modo directo, cuando sea la víctima, por sufrir un perjuicio en vez de un beneficio a causa de la acción del autor persona física (4) .

Por otro lado, antes de la reforma de 2015 se hablaba de «provecho» término que tenía un significado marcadamente económico, en cambio ahora, con lo de «beneficio directo o indirecto», se abre el abanico para exigir responsabilidades por daños y perjuicios cuando el beneficio para la persona jurídica sea incluso, de orden reputacional, en general. Lo que supone, mayores posibilidades de exigírseles responsabilidades penales.

Ese es el criterio de la STS n.o 154/2016, en su fundamento Jurídico 13º, al decir que aunque es un término que «habrá que interpretar «de forma casuística en el futuro», el término «beneficio» alude a «cualquier tipo de ventaja, incluso de simple expectativa o referida a aspectos tales como la mejora de posición respecto de otros competidores, etc., provechosa para el lucro o para la mera subsistencia de la persona jurídica en cuyo seno el delito de su representante, administrador o subordinado jerárquico, se comete».

En definitiva, los requisitos para exigir responsabilidad penal a las Ps Js son:


	
—  una serie de delitos que podían cometerse por las PJs,

	
—  unos criterios de imputación, establecidos en el art. 31 bis CP,

	
—  un «beneficio directo o indirecto» de la PJ, derivado del hecho delictivo.



Se trata de requisitos necesarios, por lo que deben darse los tres.

6.  Los delitos económicos, en concreto

La delincuencia económica relacionada con la corrupción permite que la clasifiquemos en dos grupos

En el primer grupo se incluyen los delitos económicos «stricto sensu»: los delitos concursales, delitos contra el mercado y los consumidores, delitos contra la propiedad intelectual e industrial, administración desleal, delitos societarios, el blanqueo de capitales, el delito fiscal, los delitos contra la seguridad social, los delitos contra los trabajadores, con especial referencia al delito de riesgos laborales, los delitos contra la ordenación del territorio y el llamado «delito ecológico».

Y en el segundo grupo, conductas cometidas por personas que ejercen funciones públicas, aunque pueda concurrir a tales delitos, algún particular, persona física o jurídica: la financiación ilegal del PP, el cohecho, malversación, tráfico de influencias, exacciones ilegales, negociaciones prohibidas a los funcionarios públicos y prevaricación administrativa. E incluso contamos, desde 2010 —mediante la LO 5/2010, de 22 de junio con un delito que se denomina «de corrupción de los negocios», art. 286 bis CP—.

Todas estas conductas tienen en común la búsqueda de lucro económico a través de medios ilícitos, unas directamente y otras a través de la participación de partidos o Administraciones Públicas.

En el Código penal, se recogen todos estos delitos, por lo que no hay nada mejor, que poder consultarlos directamente. Sin embargo, para facilitar la consulta y la mayor utilidad posible de esta obra, los expondremos, sucintamente, todos o la mayor parte de los mismos.

Haremos, sin embargo, tres grupos para una mejor comprensión de estos delitos: delitos económicos, delitos de naturaleza mixta y delitos relativos a la corrupción política:


	
—  Delitos económicos. Consideramos tales a la estafa; la frustración de la ejecución; las insolvencias punibles; los delitos contra la propiedad intelectual, industrial, el mercado y los consumidores; los delitos societarios; y los delitos contra la Hacienda pública y la Seguridad social.

	
—  Delitos de naturaleza mixta. En este grupo incluimos a delitos con bienes jurídicos distintos a los «delitos económicos» stricto sensu, pero tiene alguna conexión con motivaciones económicas.Son los tráficos de personas y órganos humanos; la explotación sexual; los delitos informáticos; delitos contra la salud pública; falsedades y otros como son los delitos contra los derechos de los trabajadores y los delitos de odio y enaltecimiento.



	
—  Delitos relativos a la corrupción política. Por último, en este apartado en que se combinan intereses políticos y económicos, apareciendo una conexión con instituciones, administraciones, autoridades o funcionarios públicos, incluimos la financiación ilegal de partidos políticos, el cohecho y el tráfico de influencias.



Una exposición completa y detallada de todos los delitos enunciados —como hemos indicado— no es posible aquí, por razones espacio-temporales, pero sin embargo, creemos fundamental, al menos, identificar las conductas que se sancionan.

6.1.  Los delitos económicos

Suponen conductas muy variadas.

— La estafa. El art. 251 bis CP establece la punición, con multas y la posibilidad de imponer consecuencias accesorias a las Ps Js que cometan estafas.

Regulada en los artículos 248 a 251 a.i. la estafa sanciona los engaños con ánimo de lucro que supongan un desplazamiento patrimonial de la persona víctima de estas maquinaciones.

— La frustración de la ejecución. El art. 258 ter CP sanciona con multas y la posibilidad de imponer consecuencias accesorias a las Ps Js que incurran en las conductas tipificadas en los artículos 257 (alzamiento de bienes), 258 (ocultamiento del patrimonio en procesos de ejecución judicial o administrativa) y 258 bis (utilización no autorizada de bienes embargados).

— Las insolvencias punibles. Su punición se encuentra en el art. 261 bis CP e incluye el delito de bancarrota (art. 259), la preterición de acreedores (art. 260) y el concurso falsario (art. 260)

— Los delitos contra la propiedad intelectual, industrial, el mercado y los consumidores. De conformidad con el art. 288 se castigan las siguientes conductas: los atentados a la propiedad intelectual por carecer de autorización de sus titulares, incluyendo la llamada «piratería informática» (art. 270); la usurpación y defraudación de patentes, modelos de utilidad y otros derechos (art. 273); el fraude a la tutela de las marcas, nombres comerciales y rótulos de establecimientos, por ejemplo la venta ambulante, las imitaciones de productos o la comercialización ilícita de materiales u obtenciones vegetales protegidas (art. 274); la indebida utilización de denominaciones de origen (art. 275);los delitos de competencia desleal como el descubrimiento y revelación de los secretos de la empresa. (arts. 278-280); delitos contra los consumidores, a saber, el desabastecimiento de materias primas, el delito publicitario y el delito de facturación ilícita. (arts. 281-283); los delitos contra el Mercado, como son la alteración ilegal de precios, el abuso de información privilegiada en el mercado de valores y la piratería de servicios radiofónicos o interactivos. (arts. 284-286); y finalmente la «corrupción entre particulares» (art. 286 bis CP) delito introducido por la LO 5/2010, de 22 de junio y que incluye la corrupción empresarial (conductas vinculadas a la adquisición o venta de mercancías mediante las cuales se produce el daño que el precepto reprocha jurídicamente) y el fraude deportivo (que eleva a delito lo que venía siendo una infracción de las normas deportivas, esto es, la comisión de fraudes deportivos de cierta gravedad, en función de sus consecuencias. Por ej.: los sobornos para alterar los resultados de la competición deportiva).

— Los delitos contra la Hacienda pública. El art. 310 bis CP remite al art. 305 (delito fiscal, siempre que la defraudación supere los 120.000 euros, referido a la Hacienda española) y el art. 306 (fraude a la UE, siempre que exceda de 50.000 euros)

— Los delitos societarios. Se hallan ubicados en los arts. del 290 al 297 a.i., si bien el art. 295 CP que regulaba la administración desleal, fue suprimido por la reforma del CP efectuada por la LO 1/2015, de 30 de marzo, con entrada en vigor a partir del 1-7-2015. Si bien, ha pasado al art.252 «administrar un patrimonio ajeno», lo que incluye tanto a personas jurídicas como privadas.

Tres son los tipos de delitos societarios regulados en el CP: los de finalidad de lucro económico (propósito de enriquecimiento propio o de terceros), los de falsedad o semejantes (engaños a terceros en la gestión societaria) y los de corrupción (abusos en la gestión e impedir el control).

Los delitos societarios son «delitos semipúblicos» es decir, en los que la intervención del Ministerio Público no es de oficio sino sólo en los casos que señala la ley, siendo los perjudicados los que deben accionar para que el delito sea perseguible judicialmente.

En el caso de que existan múltiples afectados o se afecte a los intereses generales, se sigue el régimen general, no subordinándose el inicio del proceso a la interposición de denuncia previa del afectado.

En resumen: los delitos societarios tienen un régimen especial de perseguibilidad, ya que al tratarse de delitos semipúblicos requieren: denuncia del afectado y supletoriamente, intervención del MF.

Los delitos societarios son cinco. Los exponemos, brevemente.

El falseamiento de cuentas y balances (art. 290). Castiga al administrador de hecho o de derecho —aunque no se descartan los cooperadores (necesarios o no), los asesores jurídicos o los auditores económicos, pero se excluye a los socios— que engañan a terceros sobre la situación real de la sociedad, a través de cualquier documento mercantil, jurídico o económico de la entidad (balance, memoria, cuentas de pérdidas y ganancias...), agrandando el activo y disminuyendo el pasivo, de modo mendaz, de modo que se transmita una imagen que no se corresponda con la situación real de la sociedad..

Los acuerdos abusivos (291). Sanciona a quien aprovechando una situación de predominio en la sociedad —por su condición de socio mayoritario— abusa de la misma, en perjuicio de los intereses de las minorías mediante la adopción de «acuerdos abusivos», con los que el autor del delito obtiene un lucro o beneficio económico en detrimento de los demás socios, a costa de los cuales, obtiene tales ventajas.

Las conductas contrarias a los derechos sociales. Se incluyen en este apartado, dos conductas delictivas: el abuso de firma en blanco (art. 292) y el impedimento de derechos sociales (art. 293).

En el abuso de firma en blanco, se obtiene un acuerdo mediante una mayoría ficticia, mediante cualquiera de estas acciones: Imponer o aprovecharse de un acuerdo lesivo; atribuir ilegalmente el derecho de voto a quienes legalmente carecen de él (mediante una maniobra que se canalizaría a través del abuso de firma en blanco haciendo participar a quienes no tienen derecho) o impedir el ejercicio del derecho de voto a quienes lo tengan reconocido por ley. Y ello, siempre que tal acuerdo produzca perjuicios a la sociedad o perjudique a algunos socios y correlativamente, se haga con el propósito de utilizar la firma en blanco para obtener el beneficio correspondiente.

El impedimento de derechos societarios, por parte de un administrador a través de conductas reprochables como negar la participación en la gestión, el derecho de información, prohibir la suscripción de acciones, etc. a algún socio.

En concreto, se ha de tratar de conculcar abiertamente —no sería suficiente, por ejemplo, un mero retraso—, alguno de estos derechos: de información, participación en la gestión, control de la actividad social o suscripción preferente de acciones.

Impedir la fiscalización administrativa (294). El delito consiste en algo más que complicar la vida al inspector, se castiga al administrador que se niega o impide por completo el control de la entidad.

— Y delitos contra la Seguridad social. También el art. 310 bis CP contempla conductas atentatorias a la Tesorería de la SS, como delitos imputables a las Ps Js. En concreto, se trata de conductas defraudatorias, que sancionan el empleo de engaño a la Administración para obtener indebidamente fondos públicos. Las dos modalidades básicas son: el fraude a la Seguridad Social (art. 307), consistente en a) defraudar a la SS, no ingresando las cuotas que derivan de una relación laboral y b) el disfrute o prolongación indebida de prestaciones de la SS. Y, por otra parte, el fraude de subvenciones mediante empleo de engaño para obtenerlas o por dar un destino distinto al que se dijo iban a ser aplicadas (art. 308)

6.2.  Delitos de naturaleza mixta

Aquí entran una serie de delitos que infringen muy variados bienes jurídicos, pero que como se ha dicho, tienen una conexión económica más o menos visible.

— Los tráficos de personas y órganos humanos. En el art. 156.3 se sanciona el «tráfico ilegal de órganos humanos» y en el art. 177 bis 7 el «tráfico de seres humanos», en ambos casos, si los lleva a cabo una PJ.

En el primer supuesto, la conducta típica castiga a quienes «promuevan, favorezcan, faciliten o publiciten la obtención o el tráfico ilegal de órganos humanos ajenos o el trasplante de los mismos». Y lo mismo si se tratare de «receptor del órgano que consintiera la realización del trasplante conociendo su origen ilícito».

Y en relación al «tráfico de seres humanos», se sanciona al que, sea en territorio español, sea desde España, en tránsito o con destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para lograr el consentimiento de la persona que poseyera el control sobre la víctima, la captare, transportare, trasladare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o transferencia de control sobre esas personas, con cualquiera de las finalidades siguientes:


	
a)  La imposición de trabajo o de servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares a la esclavitud, a la servidumbre o a la mendicidad.

	
b)  La explotación sexual, incluyendo la pornografía.

	
c)  La explotación para realizar actividades delictivas.

	
d)  La extracción de sus órganos corporales.

	
e)  La celebración de matrimonios forzados.



Indicando el precepto que «existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o aceptable, que someterse al abuso.»

Y aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado anterior, se considerará trata de seres humanos cualquiera de las acciones indicadas en el apartado anterior cuando se llevare a cabo respecto de menores de edad con fines de explotación.

Por otra parte, el consentimiento de una víctima de trata de seres humanos será irrelevante cuando se haya recurrido a alguno de los medios indicados en el apartado primero de este artículo.

— La explotación sexual. Art. 189 bis CP. Incluye las conductas tipificadas en el capítulo V del Título VIII («Delitos contra la libertad e indemnidad sexuales») que son la prostitución y corrupción de menores.

— Los delitos informáticos. Arts. 197 quinquies y 264 quarter CP, respectivamente, que incluyen el «hacking» o allanamiento y revelación de secretos informáticos del art. 197 CP y el «cracking» o daños informáticos» previsto en el art. 264, como una modalidad especial de «daños».

La primera conducta consiste en «descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su consentimiento», mediante el apoderamiento de sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos personales, o interceptar sus telecomunicaciones o utilización de artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación.

Castigándose también a quien, sin estar autorizado, se apodere, utilice o modifique, en perjuicio de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro tipo de archivo o registro público o privado. Iguales penas se impondrán a quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o utilice en perjuicio del titular de los datos o de un tercero.

— Y la segunda, sanciona a quien por cualquier medio, sin autorización y de manera grave borrase, dañase, deteriorase, alterase, suprimiese o hiciese inaccesibles datos informáticos, programas informáticos o documentos electrónicos ajenos, cuando el resultado producido fuera grave.

— Los delitos contra la salud pública. Art. 366 CP. Se trata de delitos que afectan a la salud general pero distintos del narcotráfico», y que se hallan regulados en los artículos 359 y ss. CP.

Las conductas delictivas se refieren a la elaboración de sustancias nocivas para la salud o productos químicos que puedan causar estragos, o despachar, suministrar o comerciar con ellos (359); o a su despacho o suministro sin cumplir con las formalidades previstas en las Leyes y Reglamentos respectivos (360); se castiga igualmente, a quien fabrique, importe, exporte, suministre, intermedie, comercialice, ofrezca o ponga en el mercado, o almacene con estas finalidades, medicamentos, incluidos los de uso humano y veterinario, así como los medicamentos en investigación, que carezcan de la necesaria autorización exigida por la ley, o productos sanitarios que no dispongan de los documentos de conformidad exigidos por las disposiciones de carácter general, o que estuvieran deteriorados, caducados o incumplieran las exigencias técnicas relativas a su composición, estabilidad y eficacia, y con ello se genere un riesgo para la vida o la salud de las personas (361); a quien elabore o produzca, medicamentos o productos sanitarios presentados engañosamente en cuanto a su identidad, incluidos, en su caso, el envase y etiquetado, la fecha de caducidad, el nombre o composición de cualquiera de sus componentes, o, en su caso, la dosificación de los mismos; su origen, incluidos el fabricante, el país de fabricación, el país de origen y el titular de la autorización de comercialización o de los documentos de conformidad; datos relativos al cumplimiento de requisitos o exigencias legales, licencias, documentos de conformidad o autorizaciones; o su historial, incluidos los registros y documentos relativos a los canales de distribución empleados, siempre que estuvieran destinados al consumo público o al uso por terceras personas, y generen un riesgo para la vida o la salud de las personas (362); y otras conductas similares, incluida la publicidad, de cualquiera de los medicamentos, sustancias activas, excipientes, productos sanitarios, accesorios, elementos o materiales a que se refiere el artículo anterior, y con ello genere un riesgo para la vida o la salud de las personas 362 bis); sanciones penales que incluyen los prospectos falsos o de contenido mendaz; así como la prescripción a deportistas federados no competitivos, deportistas no federados que practiquen el deporte por recreo, o deportistas que participen en competiciones organizadas en España por entidades deportivas, sustancias o grupos farmacológicos prohibidos, así como métodos no reglamentarios, destinados a aumentar sus capacidades físicas o a modificar los resultados de las competiciones, que por su contenido, reiteración de la ingesta u otras circunstancias concurrentes, pongan en peligro la vida o la salud de los mismos (362 quinquies); y por último, se castiga a los productores, distribuidores o comerciantes que pongan en peligro la salud de los consumidores: 1. Ofreciendo en el mercado productos alimentarios con omisión o alteración de los requisitos establecidos en las leyes o reglamentos sobre caducidad o composición. 2. Fabricando o vendiendo bebidas o comestibles destinados al consumo público y nocivos para la salud. 3. Traficando con géneros corrompidos. 4. Elaborando productos cuyo uso no se halle autorizado y sea perjudicial para la salud, o comerciando con ellos y 5. Ocultando o sustrayendo efectos destinados a ser inutilizados o desinfectados, para comerciar con ellos (363).

— Las falsedades. Arts. 386.5 y 399 bis CP. En el primero se incluyen la «falsificación de moneda» y en el segundo la «falsificación de tarjetas de crédito y débito y los cheques de viaje»

La primera conducta se describe en el art. 386 CP y sanciona a:


	
1.º  El que altere la moneda o fabrique moneda falsa;

	
2.º  El que introduzca en el país o exporte moneda falsa o alterada y

	
3.º  El que transporte, expenda o distribuya moneda falsa o alterada con conocimiento de su falsedad.



No siendo necesaria su «puesta en circulación» pues en ese caso, se trata de un subtipo agravado.

También se sanciona. «La tenencia, recepción u obtención de moneda falsa para su expedición o distribución o puesta en circulación»

Y lo mismo al que «habiendo recibido de buena fe moneda falsa la expenda o distribuya después de constarle su falsedad».

Y en cuanto a la segunda conducta en el art. 399 bis 1, CP se establece:


	
1.  El que altere, copie, reproduzca o de cualquier otro modo falsifique tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje, será castigado con la pena de prisión de cuatro a ocho años. Se impondrá la pena en su mitad superior cuando los efectos falsificados afecten a una generalidad de personas o cuando los hechos se cometan en el marco de una organización criminal dedicada a estas actividades.

	
2.  La tenencia de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje falsificados destinados a la distribución o tráfico será castigada con la pena señalada a la falsificación.

	
3.  El que sin haber intervenido en la falsificación usare, en perjuicio de otro y a sabiendas de la falsedad, tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje falsificados será castigado con la pena de prisión de dos a cinco años.



— Los delitos contra los derechos de los trabajadores. Art. 318 bis 5 CP.

La conducta punible es la comprendida en el Título XV bis que se titula «Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros» y consta de un único artículo, el art. 318 bis CP, siendo la conducta a sancionar la comprendida en los apartados 1 y 2.

En el art. 318 bis 1, se dice:

1. El que intencionadamente ayude a una persona que no sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea a entrar en territorio español o a transitar a través del mismo de un modo que vulnere la legislación sobre entrada o tránsito de extranjeros, será castigado con una pena de multa de tres a doce meses o prisión de tres meses a un año.


Los hechos no serán punibles cuando el objetivo perseguido por el autor fuere únicamente prestar ayuda humanitaria a la persona de que se trate.

Si los hechos se hubieran cometido con ánimo de lucro se impondrá la pena en su mitad superior.

Y en el art. 318 bis 2:

2. El que intencionadamente ayude, con ánimo de lucro, a una persona que no sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea a permanecer en España, vulnerando la legislación sobre estancia de extranjeros será castigado con una pena de multa de tres a doce meses o prisión de tres meses a un año.


Finalmente:

— Los delitos de odio y enaltecimiento. Art. 510 bis CP.

El legislador de 2015 pasa del Título XXIV al Título XXI, el conocido como delito de «apología del genocidio» y otras conductas de odio o fomento de la violencia contra grupos o colectivos por motivos de raza, ideología, religión y otras.

Ahora, se da una regulación mucho más amplia a esta conducta y se le atribuye un disvalor, no tanto en un contexto internacional, sino como obligado respeto a los derechos y libertades de todos los ciudadanos, con independencia de sus diferencias.

El precepto se propone, pues, la tutela del obligado respeto al diferente, que es una consecuencia del principio de igualdad, al tiempo que se someten las libertades de expresión y, en general, las libertades intelectuales, al superior imperio de la dignidad de todos los ciudadanos y se lanza, de este modo, un mensaje de convivencia.

Delito de mera actividad, no necesita que se obtenga el resultado buscado.

La conducta se explicita en el artículo 510:


	
1.  Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses:
	
a)  Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad.


	
b)  Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para fomentar, promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad.

	
c)  Públicamente nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se hubieran cometido contra un grupo o una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar o la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, cuando de este modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mismos.





	
2.  Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a doce meses:
	
a)  Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones que entrañen humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de los mismos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las personas por representar una grave humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los mismos.Enaltecimiento de estos delitos



	
b)  Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos que hubieran sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución.Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro años de prisión y multa de seis a doce meses cuando de ese modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mencionados grupos.







	
3.  Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando los hechos se hubieran llevado a cabo a través de un medio de comunicación social, por medio de internet o mediante el uso de tecnologías de la información, de modo que, aquel se hiciera accesible a un elevado número de personas.

	
4.  Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten idóneos para alterar la paz pública o crear un grave sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se impondrá la pena en su mitad superior, que podrá elevarse hasta la superior en grado.

	
5.  En todos los casos, se impondrá además la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y diez años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

	
6.  El juez o tribunal acordará la destrucción, borrado o inutilización de los libros, archivos, documentos, artículos y cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren los apartados anteriores o por medio de los cuales se hubiera cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de tecnologías de la información y la comunicación, se acordará la retirada de los contenidos.



En los casos en los que, a través de un portal de acceso a internet o servicio de la sociedad de la información, se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a que se refiere el apartado anterior, se ordenará el bloqueo del acceso o la interrupción de la prestación del mismo.

6.3.  Delitos contra la corrupción política

Incluimos en este apartado las siguientes conductas delictivas:

— La financiación ilegal de partidos políticos. Art. 304 bis 5.

Introducido en la reforma de 2015, la Exposición de Motivos dice, al respecto, que:

«…con esta modificación se castigará a aquellas personas que acepten y reciban donaciones ilegales o que participen en estructuras u organizaciones cuyo principal objeto sea el de financiar ilegalmente a un partido político».


Esas dos, pues (arts. 304 bis y ter) son las conductas delictivas: recibir donaciones o aportaciones destinadas a un partido político, federación, coalición o agrupación de electores con infracción de lo dispuesto en el art. 5.Uno de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos; y participar en estructuras u organizaciones, cualquiera que sea su naturaleza, cuya finalidad sea la financiación de partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores, al margen de lo establecido en la Ley.

En concreto, el art. 5 LO 8/2007 se refiere a los «límites a las donaciones privadas», estando prohibido aceptar o recibir «directa o indirectamente», esto último interpretado como a través de terceros, e incluye: a) donaciones anónimas, finalistas o revocables; b) donaciones procedentes de una misma persona superiores a 50.000 euros anuales, y c) donaciones procedentes de personas jurídicas y de entes sin personalidad jurídica. Aunque se exceptúan del límite previsto en la letra b) las donaciones en especie de bienes inmuebles, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en el art. 4.2, letra e), de la propia Ley.

Más problema plantea la conducta recogida en el art. 304 ter, ya que sanciona al que participe en estructuras u organizaciones, cualquiera que sea su naturaleza, cuya finalidad sea la financiación de partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores «al margen de lo establecido en la ley».

Para interpretar este artículo, hay que tener en cuenta el art. 2 LO 8/2007 y el modo en que legalmente pueden recibirse los recursos económicos del partido de que se trate.

Al respecto, el art. 2 indicado dice:


«Los recursos económicos de los partidos políticos estarán constituidos por:

Uno. Recursos procedentes de la financiación pública:

a) Las subvenciones públicas para gastos electorales, en los términos previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de Régimen Electoral General y en la legislación reguladora de los procesos

electorales de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las Juntas Generales de los Territorios Históricos vascos.

b) Las subvenciones estatales anuales para gastos de funcionamiento, reguladas en la presente Ley.

c) Las subvenciones anuales que las Comunidades Autónomas establezcan para gastos de funcionamiento en el ámbito autonómico correspondiente, así como las otorgadas por los

Territorios Históricos vascos y, en su caso, por las Corporaciones Locales.

d) Las subvenciones extraordinarias para realizar campañas de propaganda que puedan establecerse en la Ley Orgánica reguladora de las distintas modalidades de referéndum.

e) Las aportaciones que en su caso los partidos políticos puedan recibir de los Grupos Parlamentarios de las Cámaras de las Cortes Generales, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, de las Juntas Generales de los Territorios Históricos vascos y de los grupos de representantes en los órganos de las Administraciones Locales.

Dos. Recursos procedentes de la financiación privada.

a) Las cuotas y aportaciones de sus afiliados.

b) Los productos de las actividades propias del partido así como de aquellas, reflejadas en la documentación contable y sometidas al control del Tribunal de Cuentas, que se vengan desarrollando tradicionalmente en sus sedes y faciliten el contacto y la interacción con los ciudadanos; los rendimientos procedentes de la gestión de su propio patrimonio; los beneficios procedentes de sus actividades promocionales y los que puedan obtenerse de los servicios que puedan prestar en relación con sus fines específicos.

c) Las donaciones en dinero o en especie, que perciban en los términos y condiciones previstos en la presente Ley.

d) Los fondos procedentes de los préstamos o créditos que concierten.

e) Las herencias o legados que reciban».



— El cohecho. art. 427 bis CP. Regulado en los arts. 419 a 427 a.i. Se castiga el ataque a la probidad e imparcialidad que deben observar los funcionarios en cuanto a la objetividad y eficacia con que deben desempeñar el servicio público encomendado.

Hay un cohecho pasivo (funcionario que solicita o acepta dádivas) y activo (particular que ofrece o acepta la dádiva). Hablándose también de cohecho pasivo propio (cuando la dádiva se vincula a no realizar acto que debiera o realizarlo ilegalmente) y de cohecho pasivo impropio (realizar el acto que debiera, propio de su cargo, por recibir dádiva o recompensa).

Y hay un cohecho activo (art. 424) si es el particular quien ofrece el soborno pero puede ser causa de exención si lo denuncia antes de que se proceda contra el funcionario (art. 426).

— Y el tráfico de influencias. Art. 430 CP. Regulado en los arts. 428, 429 y 430, cuando se aplica a un particular (art. 429) sanciona cuando concurren estos requisitos: una acción de influir, prevaliéndose de su relación con el funcionario o autoridad y con la finalidad de obtener un beneficio económico

Mención especial: los delitos imprudentes

En principio, los delitos económicos son dolosos o no son. Pero hay conductas delictivas, que pueden ser sancionadas penalmente, simplemente a título de culpa o imprudencia. Son las siguientes:

Las insolvencias punibles

El art. 261 bis castiga a las PsJs que realizaran alguno de los delitos de Capítulo VII bis del Título XIII del Libro II del CP, que abarca desde el art. 259 al 261.

Conductas punibles

Art. 259. 1. Será castigado con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de ocho a veinticuatro meses quien, encontrándose en una situación de insolvencia actual o inminente, realice alguna de las siguientes conductas:


	
1ª  Oculte, cause daños o destruya los bienes o elementos patrimoniales que estén incluidos, o que habrían estado incluidos, en la masa del concurso en el momento de su apertura.

	
2ª.  Realice actos de disposición mediante la entrega o transferencia de dinero u otros activos patrimoniales, o mediante la asunción de deudas, que no guarden proporción con la situación patrimonial del deudor, ni con sus ingresos, y que carezcan de justificación económica o empresarial.

	
3ª  Realice operaciones de venta o prestaciones de servicio por precio inferior a su coste de adquisición o producción, y que en las circunstancias del caso carezcan de justificación económica.

	
4.ª  Simule créditos de terceros o proceda al reconocimiento de créditos ficticios.

	
5.ª  Participe en negocios especulativos, cuando ello carezca de justificación económica y resulte, en las circunstancias del caso y a la vista de la actividad económica desarrollada, contrario al deber de diligencia en la gestión de asuntos económicos.

	
6.ª  Incumpla el deber legal de llevar contabilidad, lleve doble contabilidad, o cometa en su llevanza irregularidades que sean relevantes para la comprensión de su situación patrimonial o financiera. También será punible la destrucción o alteración de los libros contables, cuando de este modo se dificulte o impida de forma relevante la comprensión de su situación patrimonial o financiera.

	
7.ª  Oculte, destruya o altere la documentación que el empresario está obligado a conservar antes del transcurso del plazo al que se extiende este deber legal, cuando de este modo se dificulte o imposibilite el examen o valoración de la situación económica real del deudor.

	
8.ª  Formule las cuentas anuales o los libros contables de un modo contrario a la normativa reguladora de la contabilidad mercantil, de forma que se dificulte o imposibilite el examen o valoración de la situación económica real del deudor, o incumpla el deber de formular el balance o el inventario dentro de plazo.

	
9.ª  Realice cualquier otra conducta activa u omisiva que constituya una infracción grave del deber de diligencia en la gestión de asuntos económicos y a la que sea imputable una disminución del patrimonio del deudor o por medio de la cual se oculte la situación económica real del deudor o su actividad empresarial.




Se trata del delito de bancarrota como denomina el propio Preámbulo de la reforma de 2015 al «delito de concurso punible».

Delito que castiga, básicamente, dos tipos de conductas: a) engañar a la autoridad judicial del concurso con actos susceptibles de perjudicar a los acreedores del concurso, y b) causar la insolvencia mediante alguna de las conductas que se describen en el tipo.

El mencionado delito se castiga en el art. 259 bis con pena superior —prisión de dos a seis años y multa de ocho a veinticuatro meses— cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: que produzca o pueda producirse perjuicio patrimonial en una generalidad de personas o pueda ponerlas en una grave situación económica; se causare a alguno de los acreedores un perjuicio económico superior a 600.000 euros o cuando al menos la mitad del importe de los créditos concursales tenga como titulares a la Hacienda Pública o a la Seguridad Social.

En el art. 260 CP se recoge el delito de «preterición de acreedores», que estaba en el anterior 259 CP, si bien se le da ahora una nueva redacción al introducirse, en el apartado primero, la conducta consistente en favorecer a alguno de los acreedores mediante «una operación que carezca de justificación económica o empresarial», y de ese modo, perjudicar al resto de acreedores.

El primer apartado pretende castigar conductas anticipatorias que podrían hacer inviable el cobro de determinados deudores, si bien el quid de su aplicación radica en la muy imprecisa expresión «insolvencia actual o inminente», que requerirá una cumplida prueba pericial.

En el apartado segundo, ya existente antes de la reforma de 2015, se sanciona el incumplimiento de la obligación de todo deudor de someterse a las reglas del proceso concursal, que gira en torno a dos principios esenciales: la par conditio creditorum y la intangibilidad del activo patrimonial.

Dicha conducta exige estos requisitos: Existencia de un concurso de acreedores en trámite; realización de un acto dispositivo patrimonial o contracción de obligaciones; beneficiar a algún acreedor de la masa con bienes de esta y actuación sin autorización del Juez Mercantil del caso o de la Administración Judicial.

Para su aplicación, debe existir un proceso concursal abierto.

Resulta de interés contemplar la situación de los acreedores beneficiados por estas actividades del deudor. Y así, los acreedores que hayan recibido el «pago ilícito», antes de ser llamados al concurso, es obvio que no podrán ser declarados responsables del tipo, siempre que no actúen en connivencia con el deudor, y ello aunque el concurso esté abierto, porque no conocen formalmente su incoación ni se trata de un caso de acuerdo deudor-acreedores privilegiados, perjudicial para el resto.

Distinta es la situación del acreedor que, integrado en la masa del concurso, acepte esos pagos ilícitos, porque no puede desconocer estar al corriente de la situación, y a pesar de ello, participa en el acto típico (Gil Martínez). En este caso, deja de ser sujeto pasivo para convertirse en sujeto activo por cooperación.

El blanqueo de capitales

Art. 301. 1. El que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que estos tienen su origen en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y multa del tanto al triplo del valor de los bienes. En estos casos, los jueces o tribunales, atendiendo a la gravedad del hecho y a las circunstancias personales del delincuente, podrán imponer también a este la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión o industria por tiempo de uno a tres años, y acordar la medida de clausura temporal o definitiva del establecimiento o local. Si la clausura fuese temporal, su duración no podrá exceder de cinco años.

La pena se impondrá en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas descritos en los artículos 368 a 372 de este Código. En estos supuestos se aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 374 de este Código.

También se impondrá la pena en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos comprendidos en los Capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del Título XIX o en alguno de los delitos del Capítulo I del Título XVI.

a) Con las mismas penas se sancionará, según los casos, la ocultación o encubrimiento de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los bienes o propiedad de los mismos, a sabiendas de que proceden de alguno de los delitos expresados en el apartado anterior o de un acto de participación en ellos.

b) Si los hechos se realizasen por imprudencia grave, la pena será de prisión de seis meses a dos años y multa del tanto al triplo.

c) El culpable será igualmente castigado aunque el delito del que provinieren los bienes, o los actos penados en los apartados anteriores hubiesen sido cometidos, total o parcialmente, en el extranjero.

d) Si el culpable hubiera obtenido ganancias, serán decomisadas conforme a las reglas del artículo 127 de este Código.

Represión integral del lavado de dinero negro, esto es, de las conductas legales que sirven para introducir en el mercado fondos obtenidos de actividades ilícitas graves. Concepto de gravedad» que debemos entender según el art. 33.2 CP, sin que sea exigible un completo enjuiciamiento del delito previo. Por eso se sanciona el blanqueo: en su forma básica, agravándose si los bienes proceden del narcotráfico, y si se realizare por «imprudencia grave». Y todo ello con independencia de que el delito del que provinieren los bienes o capitales se hubiera cometido, en todo o en parte, en el extranjero. Antes se consideraba que no podía ser sujeto de este delito el que hubiera participado en aquel del que procedían los bienes objeto de «blanqueo», pero la más reciente jurisprudencia lo admite. Es posible el dolo eventual, sobre la ilicitud de los bienes, pero la mera sospecha haría impune la conducta posterior. La prueba indiciaria se erige aquí, a estos efectos, en capital. En cuanto a la imprudencia, está pensada, fundamentalmente, para operadores financieros que en vez de comunicar la operación a las autoridades administrativas, como exige el RD 925/1995, de 9 de junio, participan en ella, sin adoptar las precauciones más elementales para asegurarse de la licitud de su proceder.

La Ley 10/2010, de 28 de abril, y el Reglamento del año de 1995 imponen determinados deberes específicos en esta materia a las entidades de crédito, aseguradoras, agencia de valores, sociedades de inversión colectiva, casinos de juego, promociones inmobiliarias, notarios, registradores, abogados, procuradores, etc. y de conformidad con la STS 959/2007, de 23 de noviembre, se requiere para tal condena que quede expresado en la sentencia condenatoria en qué punto concreto se produjo la infracción de ese deber de cuidado, lo cual, ante su dificultad en algunos casos, puede beneficiar a los incumplidores.

Los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente

Se refiere al capítulo III del Título XVI del CP, e incluyendo la responsabilidad de las Ps Js, abarca los artículos 325 a 331 CP.

El artículo 331 indica que los hechos previstos en este capítulo serán sancionados, en su caso, con la pena inferior en grado, en sus respectivos supuestos, cuando se hayan cometido por imprudencia grave.

La jurisprudencia ha considerado «hechos cometidos por imprudencia grave», la entrega a un tercero no determinado de ocho bidones con productos tóxicos para que los lleve a un vertedero, dejándolos este último, seis en la vía pública y dos en un descampado, no cerciorándose el acusado que su encargo fuera cumplido (STS 1562/2000, de 9 de octubre).

Para condenar por «imprudencia grave», es preciso que la acusación lo haya sido por dicho título porque la Sala Segunda del TS ha afirmado que se vulnera el principio acusatorio cuando se acusa por un delito doloso y se condena por delito culposo (STS 722/2009, de 1 de julio).

Por su parte, el artículo 328 contiene las penas cuando sea una persona jurídica la responsable de estos delitos.

Las conductas punibles a que se refieren estos delitos son muy amplias, castigando a quien provoque o realice directa o indirectamente emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, el subsuelo o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con incidencia incluso en los espacios transfronterizos, así como las captaciones de aguas que, por sí mismos o conjuntamente con otros, cause o pueda causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas (325); a quienes recojan, transporten, valoricen, transformen, eliminen o aprovechen residuos, o no controlen o vigilen adecuadamente tales actividades, de modo que causen o puedan causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas, muerte o lesiones graves a personas, o puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales (326); a quienes lleven a cabo la explotación de instalaciones en las que se realice una actividad peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos de modo que causen o puedan causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, a animales o plantas, muerte o lesiones graves a las personas, o puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales (326 bis).

También se sanciona penalmente a quien, en un espacio natural protegido, dañare gravemente alguno de los elementos que hayan servido para calificarlo (330), incurrirá en la pena de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses.

En el delito ecológico el riesgo requerido por el tipo se encuentra causalmente vinculado con la acción que genera el peligro producido y debe serle atribuido al autor a título de dolo eventual cuando, como sucede en la generalidad de los casos, no consta la intencionalidad de perjudicar al medio ambiente o de crear un riesgo.

En esos casos las reglas de la lógica, de la experiencia y el recto juicio permiten asegurar que el agente es consciente de esas eventualidades y, pese a ello, ejecuta la acción (SSTS 442/2000, de 13 de marzo; 96/2002, de 30 de enero, y 1664/2002, de 28 de marzo de 2003).

Es doctrina jurisprudencial que quien conoce suficientemente el peligro concreto generado por su acción, que pone en riesgo específico a otros bienes y sin embargo actúa conscientemente, obra con dolo pues sabe lo que hace, y de dicho conocimiento y actuación puede inferirse racionalmente su aceptación del resultado. (en este sentido, SSTS 1160/2000, de 30 de junio; 439/2000, de 26 de julio; 1715/2001, de 19 de octubre, y 20/2002, de 22 de enero).

La financiación del terrorismo

El art. 576.4 CP posibilita la comisión de este delito por imprudencia grave.

Art. 576. 1. Será castigado con la pena de prisión de cinco a diez años y multa del triple al quíntuplo de su valor el que, por cualquier medio, directa o indirectamente, recabe, adquiera, posea, utilice, convierta, transmita o realice cualquier otra actividad con bienes o valores de cualquier clase con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

2. Si los bienes o valores se pusieran efectivamente a disposición del responsable del delito de terrorismo, se podrá imponer la pena superior en grado. Si llegaran a ser empleados para la ejecución de actos terroristas concretos, el hecho se castigará como coautoría o complicidad, según los casos.

3. En el caso de que la conducta a que se refiere el apartado 1 se hubiera llevado a cabo atentando contra el patrimonio, cometiendo extorsión, falsedad documental o mediante la comisión de cualquier otro delito, éstos se castigarán con la pena superior en grado a la que les corresponda, sin perjuicio de imponer además la que proceda conforme a los apartados anteriores.

4. El que estando específicamente sujeto por la ley a colaborar con la autoridad en la prevención de las actividades de financiación del terrorismo dé lugar, por imprudencia grave en el cumplimiento de dichas obligaciones, a que no sea detectada o impedida cualquiera de las conductas descritas en el apartado 1 será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a la prevista en él.

5. Cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis, una persona jurídica sea responsable de los delitos tipificados en este artículo se le impondrán las siguientes penas:


	
a)  Multa de dos a cinco años si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.

	
b)  Multa de uno a tres años si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de libertad no incluida en la letra anterior.



Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas previstas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

El nuevo delito de «financiación del terrorismo», eleva las penas (antes de 5 a 10 años de prisión y multa de 18 a 24 meses) y amplia la conducta mediante el criticable sistema de emplear verbos (recabar, adquirir, poseer, utilizar, convertir, transmitir…) que siempre dejan fuera alguna forma imaginable de producción del hecho a sancionar, pero concluye con la clásica «válvula de cierre» o cláusula abierta «y cualquier otra actividad».

Como estas conductas tienen que conectarse a la intención —elemento subjetivo— de su utilización para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo, la prueba de dicha intencionalidad y las alegaciones de ignorancia o error, se erigen en cuestión fundamental para su aplicabilidad.

7.  Culpabilidad

La inmensa mayoría de los delitos en los que puede exigirse responsabilidad penal, tanto a las personas físicas como a las Ps Js, demandan dolo para su sanción

Son, pues, delitos dolosos que no se sancionan si se cometen a título de imprudencia pues de conformidad con el art. 12 CP, las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigan cuando expresamente lo disponga la ley.

Es preciso, por tanto, reparar de qué delito se trata, porque los hay dolosos y culposos. Los primeros sólo se castigan si concurren un elemento volitivo y otro intelectual para su comisión, es decir querer realizarlo y conocer lo que se hace. Los delitos imprudentes o a título de culpa, han de ser por una falta de cuidado grave.

Como se dijo, se castigan —además de a título doloso— los que se cometan mediante imprudencia grave, entre los que se encuentran: las insolvencias punibles, el blanqueo de capitales, los delitos contra el medio ambiente y la financiación del terrorismo, conductas delictivas que hemos expuesto.

8.  Penas

Las penas que se contemplan para la delincuencia económica son muy variadas, pero en general, son elevadas aunque, naturalmente no llegan a los niveles de otros delitos, como los delitos contra la vida o los delitos sexuales.

En relación al caso concreto, si no se apura el máximo posible y se trata de condenados sin antecedentes —lo que no es infrecuente— son penas suspendibles porque pueden ser inferiores a dos años de prisión.

A título de ejemplo, citamos, en relación a los delitos más comunes de esta naturaleza, las penas en abstracto, es decir las que se contemplan en el Código Penal, que luego han de imponerse en cada caso, en función de la petición de las acusaciones, concurrencia de circunstancias modificativas y el arbitrio judicial, debidamente motivado, teniendo en cuenta la reprochabilidad del caso. Es lo que se denomina «individualización judicial».

Y así, la malversación tiene una pena de entre 2 y 6 años de prisión; la estafa de 6 meses a 3 años, aunque en los casos más graves puede llegar a los 6 años; la falsedad, de moneda de 8 a 12 años de prisión y multa del tanto al décuplo de la moneda falsificada; la falsedad documental de 3 a 6 años y multa de 6 a 24 meses; la prevaricación administrativa inhabilitación de 9 a 15 años; la financiación ilegal de partidos, prisión de 1 a 5 años y multa de hasta el quíntuplo de las donaciones o aportaciones ilegales recibidas; el delito fiscal de 1 a 5 años y multa del tanto al séxtuplo de la cuota defraudada; el cohecho de 3 a 6 años de prisión y multa de 12 a 24 meses; las insolvencias punibles, penas diferentes en función del delito exactamente cometido, pero que pueden alcanzar los cuatro años de prisión, e incluso más, según la cuantía y multa de hasta 24 meses; los delitos societarios, pena de hasta 3 años de prisión y multa; y el blanqueo de capitales, si doloso, hasta 6 años de prisión y multa de tanto al triplo y si culposo, hasta 2 años e idéntica multa.

Las multas expresadas en meses, se computan por cuota-día que va de 2 a 400 euros para las personas físicas y de 30 a 5.000 euros por día, si de personas jurídicas se trata.

Las penas aplicables a las personas jurídicas, que tienen todas la consideración de graves, son las siguientes:


	
a)  Multa por cuotas o proporcional al perjuicio causado.

	
b)  Disolución de la persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica, así como la de su capacidad de actuar de cualquier modo en el tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de actividad, aunque sea lícita.

	
c)  Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años.

	
d)  Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años.

	
e)  Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si fuere temporal, el plazo no podrá exceder de quince años.

	
f)  Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de quince años.

	
g)  Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, que no podrá exceder de cinco años.



La intervención podrá afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna de sus instalaciones, secciones o unidades de negocio. El Juez o Tribunal, en la sentencia o, posteriormente, mediante auto, determinará exactamente el contenido de la intervención y determinará quién se hará cargo de la intervención y en qué plazos deberá realizar informes de seguimiento para el órgano judicial. La intervención se podrá modificar o suspender en todo momento previo informe del interventor y del Ministerio Fiscal. El interventor tendrá derecho a acceder a todas las instalaciones y locales de la empresa o persona jurídica y a recibir cuanta información estime necesaria para el ejercicio de sus funciones. Reglamentariamente se determinarán los aspectos relacionados con el ejercicio de la función de interventor, como la retribución o la cualificación necesaria.

La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa.

En cuanto a las reglas de aplicación de dichas penas, se encuentran en el art. 66 bis CP y del mismo, salvo la pena de multa, cuya duración se determina en los delitos de la Parte especial y tiene en cuenta la duración de la pena del delito cometido por la persona física, la duración del resto de penas, depende particularmente, de lo dispuesto en el art. 66 bis 2ª CP.

Pues bien, la regla 1ª del mencionado art. 66 bis CP, establece, con carácter general para decidir sobre la imposición y la extensión de las penas previstas en las letras b) a g) del apartado 7 del art. 33, estos tres criterios:


	
a)  su necesidad para prevenir la continuidad de la actividad delictiva o de sus efectos,

	
b)  sus consecuencias económicas y sociales y, especialmente, los efectos para los trabajadores

	
c)  el puesto que en la estructura de la persona jurídica ocupa la persona física u órgano que incumplió el deber de control.



Queda por tanto, en un régimen de indeterminación de la pena, la imposición de una u otra, al delito cometido, sin más criterios para decidir, que los tres acabados de exponer.

Se instituye así, un régimen de individualización judicial de la pena (5) , que no concreta el previo criterio de individualización del legislador —como en el resto de los delitos previstos para las personas físicas— sino que aquél, con vulneración del principio de taxatividad o certeza penal, y como si del sistema penal anglosajón se tratara, sustituye al ordinario, en el que la ley señala la pena a imponer, y permite, un arbitrio judicial motivado, en base al caso y demás reglas legales aplicables.

Por último, en relación con las circunstancias atenuantes y agravantes, el art. 66 bis CP, remite a las reglas generales previstas para las personas físicas en las reglas 1ª a 4ª y 6ª a 8ª del art. 66.1 CP y, en cuanto a la imposición de penas por plazo superior a dos años, se exige en el art. 66 bis 2 CP: que la persona jurídica sea reincidente o que la misma se use de modo instrumental.

Al respecto, resulta de interés referirse a dos situaciones que reportan beneficios en la pena a imponer:

Posibilidad de «confesar» la infracción. Configurada como atenuante, en el art. 31 quater, hay que diferenciar en que se haga antes de conocer la persona jurídica que se sigue un procedimiento contra ella, en cuyo caso será el representante legal de la entidad, quien puede hacerlo; o que se haga una vez que se esté tramitando el proceso, siendo en esta situación el «representante procesal» de la persona jurídica la que podrá confesar, y por la vía de la atenuante analógica del art. 21.7 CP, beneficiarse de una posible reducción de pena (6) .

Posibilidad de obtenerse una «sentencia de conformidad». Se regula expresamente, en el art. 787.8 LECrim, por medio del «representante especialmente designado, siempre que cuente con poder especial» para ello. Por lo demás, a falta de previsión específica distinta, se aplica el régimen general de la conformidad de las personas físicas.

En cuanto a las «consecuencias accesorias», el artículo 129 CP establece:


«1. En caso de delitos cometidos en el seno, con la colaboración, a través o por medio de empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de personas que, por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el artículo 31 bis, el juez o tribunal podrá imponer motivadamente a dichas empresas, organizaciones, grupos, entidades o agrupaciones una o varias consecuencias accesorias a la pena que corresponda al autor del delito, con el contenido previsto en las letras c) a g) del apartado 7 del artículo 33. Podrá también acordar la prohibición definitiva de llevar a cabo cualquier actividad, aunque sea lícita.

2. Las consecuencias accesorias a las que se refiere en el apartado anterior sólo podrán aplicarse a las empresas, organizaciones, grupos o entidades o agrupaciones en él mencionados cuando este Código lo prevea expresamente, o cuando se trate de alguno de los delitos por los que el mismo permite exigir responsabilidad penal a las personas jurídicas.

3. La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa a los efectos establecidos en este artículo y con los límites señalados en el artículo 33.7.»



El régimen del art. 129 CP —es decir, la imposición de las consecuencias accesorias junto con la pena que proceda contra el autor del delito— a los delitos previstos para las personas jurídicas cuando se hayan cometido en el seno, con la colaboración, a través o por medio de entes carentes de personalidad jurídica, se aplica en relación a los siguientes delitos:







	Delitos
	Artículos




	Relativos a la manipulación genética
	162



	Alteración de precios en concursos y subastas públicas
	262



	Negativa a actuaciones inspectoras
	294



	Delitos contra los derechos de los trabajadores
	318



	Falsificación de moneda
	386.4



	Asociación ilícita
	520



	Organización y grupos criminales y organizaciones y grupos terroristas
	570 quarter





De ese modo, en esos siete tipos de delitos, se procura, además de la imposición de la pena —normalmente multas— incidir sobre su funcionamiento, evitando su continuidad.

Pero es importante tener en cuenta que estas medidas, son potestativas, requieren motivación, se rigen por el principio acusatorio —es decir, deben ser solicitadas— y sólo pueden imponerse, tras la preceptiva contradicción de las partes.
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